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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinte de mayo de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 010110/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por un particular que proporciona nombre como dato de identificación, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Toluca, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha treinta de julio de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 04095/TOLUCA/IP/2025, no obstante la misma se tiene por presentada en fecha cuatro de agosto de dos mil veinticinco, por corresponder al día hábil inmediato posterior, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“1.-Por este medio solicito del Juzgado Cívico del Segundo Turno de la Coordinación de Justicia Municipal de la Consejería Jurídica todo el Expediente TOL/JCHT/II/015/2024 en versión publica, 2.-así mismo solicito saber cuáles son las causas o motivos por las cuales el Titular del Segundo Turno no se encuentra en su lugar de trabajo los días y horas que le toca, entendiendo que trabajan 24 por 48 (trabajan un día completo y descansan dos días) 3.-solicito saber el grado máximo de estudios del secretario de acuerdos del Segundo Turno del Juzgado Cívico en Hechos de Transito del Municipio de Toluca 4.-Grado Máximo de estudios de la servidora pública que se ostenta como perito Ana María Martínez Delgado 5.- Solicito saber si la Servidora Pública que se ostenta como Perito Ana María Martínez Delgado cuenta con denuncias ante la Contraloría Municipal de este punto en caso de ser afirmativo requiero todo el documento y/o expediente que soporte esas denuncias 6.- Requiero saber cuál es el fundamento legal en el que se basa el Coordinador de Justicia Municipal Enrique Séptimo para no despedir a la Servidora Pública que se ostenta como Perito de Nombre Ana María Martínez Delgado ya que tiene en su haber quejas por parte de Ciudadanos que le han informado al Coordinador el pésimo trabajo que desarrolla esta servidora pública. 7.- Solicito saber cuál es el fundamento jurídico en el que se basa la Servidora Pública Ana María Martínez Delgado para determinar que ella no cuenta con facultades de perito valuador ya que siempre solicita apoyo de los peritos de la Fiscalia del Estado de México dilatando el procedimiento 8.- Solicito saber si la Contraloría Municipal realiza inspecciones o auditorias al actuar de los Servidores Públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Civico del Municipio de Toluca.” (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se advierte que el día veinticinco de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos: 

“…

En atención a la solicitud con folio 04095/TOLUCA/IP/2025, me permito adjuntar al presente la respuesta correspondiente, Sin más por el momento, reciba un saludo.

ATENTAMENTE
Dr. Nahum Miguel Mendoza Morales …“(Sic).

Adicionalmente, el Sujeto Obligado adjuntó los archivos electrónicos denominados “R. 04095_25.pdf”, “NOTIF. CIUDADANO S. 4095.pdf”, “exp 015-2024.pdf” y “2025-OFI-2935-SMX-4095.pdf”, mismos que no se reproduce por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, será materia de estudio en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha veintisiete de agosto de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 010110/INFOEM/IP/RR/2025; en los cuales arguye las siguientes manifestaciones:
a) Acto impugnado 
“No se entrega la información Solicitada” (sic)
b) Razones o motivos de inconformidad
“El sujeto Obligado es Omiso al entregar la información Solicitada” (sic)
Adicionalmente a los agravios vertidos, el particular adjunta el archivo titulado “RECURSO DE REVISIÓN.pdf”, constante de escrito libre, en dos fojas útiles en el cual detalla las inconformidades por punto de la solicitud, siendo sustanciales para éste órgano resolutor, los siguientes:
En el numeral 2 específicamente solicite saber cuales fueron las causas o motivos por los cuales el titular del segundo turno NO se encuentra en su lugar de trabajo los días y horas que le toca entendiendo que trabajan 24 por 48 (trabajan un día completo y descansan dos días) NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO EN EL QUE SE ME EXPLIQUE POR PARTE DEL SUJETO OBLIGADO LAS CAUSAS O MOTIVOS LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
En el numeral 7.- Solicito saber cuál es el fundamento jurídico en el que se basa la Servidora Pública Ana María Martínez Delgado para determinar que ella no cuenta con facultades de perito valuador ya que siempre solicita apoyo de los peritos de la Fiscalia del Estado de México dilatando el procedimiento NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO QUE HAGA REFERENCIA A LA INFORMACIÓN SOLICITADA LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
En el numeral 8.- Solicito saber si la Contraloría Municipal realiza inspecciones o auditorias al actuar de los Servidores Públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Civico del Municipio de Toluca. NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO QUE HAGA REFERENCIA A LA INFORMACIÓN SOLICITADA LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
EN LA ENTREGA DEL EXPEDIENTE TOL/JCHT/II/015/2024 EN SU VERSIÓN PÚBLICA NO SE ENCUENTRA EL DOCUMENTO ELABORADO POR EL SUJETO OBLIGADO EN EL QUE SE ESPECIFIQUE CUALES FUERON LOS DATOS SUPRIMIDOS O ELIMINADOS QUE HACEN IDENTIFICADA O IDENTIFICABLE A UNA PERSONA. 
DE IGUAL MANERA AL MOMENTO DE GENERAR LA VERSIÓN PÚBLICA DEL EXPEDIENTE CITADO CON ANTERIORIDAD NO REALIZARON BIEN LA VERSIÓN PÚBLICA YA QUE EN EL TEXTO DEL MISMO EXPEDIENTE SE PUEDEN ENCONTRAR LOS NOMBRES Y LAS DIRECCIONES DE SUS DOMICILIOS PARTICULARES DE LAS PERSONAS INVOLUCRADAS EN EL HECHO DE TRANSITO SIENDO LOS SIGUIENTES: (…)
TAMBIEN SE ENCUENTRA EL DOMICILIO DONDE PERMANECIO EL AUTOBUS SIENDO EL SIGUIENTE (…)
ALCARO DESDE ESTE MOMENTO NO ESTOY REQUIRIENDO INFORMACIÓN ADICIONAL EN EL RECURSO DE REVISIÓN, PARA QUE NO ME SEA DESECHADO EL MISMO, PERO DE QUE SIRVE QUE TRATEN DE TESTAR LOS DATOS PERSONALES DE LOS INVOLUCRADOS SI NADA MAS LOS ELIMINARON (ENTREGARON EN SUPUESTA VERSIÓN PÚBLICA) DE DONDE CONSIDERARON NECESARIO DEJANDO DOCUMENTOS QUE FORMAN PARTE DEL EXPEDIENTE CON DATOS PERSONALES (NI ENTREGAR LA INFORMACIÓN EN VERSION PÚBLICA SABEN HACER)
CLARAMENTE SE TIENE UN PROBLEMA DE VULNERAVILIDAD Y UN PERJUCIO A LA LEY DE PROTECCION DE DATOS PERSONALES EN POSESION DE SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. (Sic)

CUARTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veintiocho de agosto de dos mil veinticinco, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha ocho de septiembre de dos mil veinticinco, por medio del archivo electrónico “Ratificación 10110.pdf", "ANEXOS 10110-2025.pdf", "ANEXOS 10110-2025.pdf" y "ANEXOS 10110-2025_1.pdf”, mismo que fue puesto a la vista del Recurrente, a excepción de los dos últimos mencionados por revelar información confidencial.

Así mismo, se aprecia que no se llevaron a cabo audiencias durante la sustanciación del recurso de revisión, ni se ofrecieron pruebas por parte del Recurrente; todo lo anterior en términos de los artículos 185 fracciones II y IV, y 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

SÉPTIMO. Del Cierre de Instrucción.
Por lo que una vez transcurrido el periodo otorgado a las partes de siete días hábiles para realizar sus manifestaciones en el acuerdo de admisión, y no habiendo prueba pendiente por desahogar, ni que documentos que integrar al expediente electrónico, se decretó el cierre de instrucción en fecha veinte de mayo de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar el expediente a la resolución que en derecho proceda.

CONSIDERANDO

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.
El Recurso de Revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá: 
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud; 
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y 
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso. 
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto. 
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto. 
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.”

Cabe señalar que El Recurrente ejerció de manera anónima su derecho de acceso a la información pública, sin embargo, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:
	“Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.” 


Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
“Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
(…) 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
 (…) 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.”
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantía para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
(…)
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
(…)
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…)”


Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. 
En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Ahora bien, el artículo 179 de la Ley de Transparencia establece las causales para la procedencia del recurso de revisión, tal como se transcribe:
Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas: 
I. La negativa a la información solicitada; 
II. La clasificación de la información; 
III. La declaración de inexistencia de la información; 
IV. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado; 
V. La entrega de información incompleta; 
VI. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; 
VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información; 
VIII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; 
IX. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; 
X. Los costos o tiempos de entrega de la información; 
XI. La falta de trámite a una solicitud; 
XII. La negativa a permitir la consulta directa de la información; 
XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y 
XIV. La orientación a un trámite específico. 
La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones IV, VII, IX, X, XI y XII es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante el Instituto.


Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que requiere la siguiente información:


1.-Por este medio solicito del Juzgado Cívico del Segundo Turno de la Coordinación de Justicia Municipal de la Consejería Jurídica todo el Expediente TOL/JCHT/II/015/2024 en versión pública.
2.-Solicito saber cuáles son las causas o motivos por las cuales el Titular del Segundo Turno no se encuentra en su lugar de trabajo los días y horas que le toca, entendiendo que trabajan 24 por 48 (trabajan un día completo y descansan dos días) 
3.-Solicito saber el grado máximo de estudios del secretario de acuerdos del Segundo Turno del Juzgado Cívico en Hechos de Transito del Municipio de Toluca.
4.-Grado Máximo de estudios de la servidora pública que se ostenta como perito Ana María Martínez Delgado. 
5.- Solicito saber si la Servidora Pública que se ostenta como Perito Ana María Martínez Delgado cuenta con denuncias ante la Contraloría Municipal de este punto en caso de ser afirmativo requiero todo el documento y/o expediente que soporte esas denuncias. 
6.- Requiero saber cuál es el fundamento legal en el que se basa el Coordinador de Justicia Municipal Enrique Séptimo para no despedir a la Servidora Pública que se ostenta como Perito de Nombre Ana María Martínez Delgado ya que tiene en su haber quejas por parte de Ciudadanos que le han informado al Coordinador el pésimo trabajo que desarrolla esta servidora pública. 
7.- Solicito saber cuál es el fundamento jurídico en el que se basa la Servidora Pública Ana María Martínez Delgado para determinar que ella no cuenta con facultades de perito valuador ya que siempre solicita apoyo de los peritos de la Fiscalía del Estado de México dilatando el procedimiento 
8.- Solicito saber si la Contraloría Municipal realiza inspecciones o auditorías al actuar de los Servidores Públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Cívico del Municipio de Toluca.


De conformidad con las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el Sujeto Obligado dio respuesta por medio del sistema SAIMEX, a la solicitud de información 04095/TOLUCA/IP/2025; a través del archivo electrónico:


1. R. 04095_25.pdf Documento sin folios, emitido al solicitante por el Titular de la Unidad de Transparencia en el cual informa que en lo relativo al Manual de Organización de la Secretaría del Ayuntamiento y Manual de Procedimientos de la misma área, observa que el particular busca un pronunciamiento por parte del Sujeto Obligado, lo cual no constituye un derecho de acceso a la información; sino un derecho de petición debido a que realiza manifestaciones subjetivas, acusaciones y declaraciones que no se colman con la entrega de documentos. Por lo que está ejerciendo el derecho de petición.  
Por otra parte señala que el particular, expresó imputaciones que difaman el honor de las personas servidoras públicas las cuales atacan a la moral.
2. NOTIF. CIUDADANO S. 4095.pdf Compuesto de dos oficios; primero, oficio 206010000/4725/2025, emitido por la Directora General de Administración en el cual manifiesta que por medio de SAIMEX, se remite la respuesta de la persona servidora pública de la Dirección de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Toluca.
Nota informativa no. 889/2025, emanada de la Directora de Recursos Humanos, que respecto a los puntos 3 y 4 de la solicitud, referentes a los grados de estudio, del Secretario de Acuerdos del segundo turno del Juzgado Cívico en Hechos de Tránsito, es Licenciatura. En lo que respecta a la servidora pública que se ostenta como perito Ana María Martínez Delgado, cuenta con el Título de Maestría.
 
3. exp 015-2024.pdf Versión pública del expediente TOL/JCHT/II/015/2024 del Juzgado Cívico en Hechos de Tránsito. Que se su revisión, se parecían datos personales sin testar como número telefónico de particulares (del declarante), entre otros datos, motivo por el cual resulta procedente dar la vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este Instituto.
Por otra parte, se exhorta al ahora, parte Recurrente, evitar hacer mal uso de los datos personales no testados.
4. 2025-OFI-2935-SMX-4095.pdf Oficio 203010000/2935/2025, emitido por el Titular del Órgano Interno de Control Municipal y servidor público habilitado, por el cual manifiesta que da respuesta y con fundamento en la Milésima Vigésima Octava sesión extraordinaria del Comité de Transparencia, mediante acuerdo CT/SE/1028/01/2025 se aprobó la propuesta para la clasificación de información.

Es así como, derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, el Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como sus razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: “El sujeto Obligado es Omiso al entregar la información Solicitada” (Sic).
Como se mencionó en el antecedente respectivo, adicionalmente, el Recurrente, presenta un escrito libre constante de dos fojas útiles en el cual refuerza las inconformidades vertidas, quedando como sigue:
En el numeral 2 específicamente solicite saber cuales fueron las causas o motivos por los cuales el titular del segundo turno NO se encuentra en su lugar de trabajo los días y horas que le toca entendiendo que trabajan 24 por 48 (trabajan un día completo y descansan dos días) NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO EN EL QUE SE ME EXPLIQUE POR PARTE DEL SUJETO OBLIGADO LAS CAUSAS O MOTIVOS LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
En el numeral 7.- Solicito saber cuál es el fundamento jurídico en el que se basa la Servidora Pública Ana María Martínez Delgado para determinar que ella no cuenta con facultades de perito valuador ya que siempre solicita apoyo de los peritos de la Fiscalia del Estado de México dilatando el procedimiento NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO QUE HAGA REFERENCIA A LA INFORMACIÓN SOLICITADA LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
En el numeral 8.- Solicito saber si la Contraloría Municipal realiza inspecciones o auditorias al actuar de los Servidores Públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Civico del Municipio de Toluca. NO SE ME ENTREGA DOCUMENTO ALGUNO QUE HAGA REFERENCIA A LA INFORMACIÓN SOLICITADA LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 FRACCIONES I, VI, VII. 
-Y respecto del expediente, en síntesis, que no se le hace llegar el Acuerdo del Comité de Transparencia por el que se aprobó la versión publica que se le hizo legar en respuesta. 
Por lo anterior, adquiere aplicación la figura jurídica de los actos consentidos, en los puntos 3, 4, 5, 6, toda vez que no manifiesta inconformidad alguna. Y del punto 1 respecto de que no se le proporcionó el acuerdo del Comité de Transparencia por el que se aprueba la versión pública del expediente remitido. Por lo que los puntos citados, se tienen por consentidos.

Sirve de sustento, la tesis jurisprudencial número VI.3o.C. J/60, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el número de registro 176,608 que a la letra dice:
“ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que, si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

De la interpretación del criterio antes citado, se advierte que cuando el particular impugnó la respuesta del SUJETO OBLIGADO, no expresó razón o motivo de inconformidad en contra de todos los rubros solicitados, por tanto, estos deben declararse atendidos.
Atento a ello, es importante traer a contexto la Tesis Jurisprudencial Número 3ª./J.7/91, Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el número de registro 174,177, que establece lo siguiente:
“REVISIÓN EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS NO COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE FIRMES. Cuando algún resolutivo de la sentencia impugnada afecta a la recurrente, y ésta no expresa agravio en contra de las consideraciones que le sirven de base, dicho resolutivo debe declararse firme. Esto es, en el caso referido, no obstante que la materia de la revisión comprende a todos los resolutivos que afectan a la recurrente, deben declararse firmes aquéllos en contra de los cuales no se formuló agravio y dicha declaración de firmeza debe reflejarse en la parte considerativa y en los resolutivos debe confirmarse la sentencia recurrida en la parte correspondiente.”
Para mayor abundamiento, también resulta aplicable el criterio 01/20 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, que a la letra estipula lo siguiente: 
Actos consentidos tácitamente. Improcedencia de su análisis. Si en su recurso de revisión, la persona recurrente no expresó inconformidad alguna con ciertas partes de la respuesta otorgada, se entienden tácitamente consentidas, por ende, no deben formar parte del estudio de fondo de la resolución que emite el Instituto.
Por lo que, al no haberse inconformado sobre todos los rubros solicitados, se consideran actos consentidos y, por tanto, se tienen por colmados dichos rubros de la solicitud. 
Entonces quedan bajo la Litis, los restantes 2, 7 y 8.

Continuando con la secuela procedimental, el Sujeto Obligado presento su informe justificado, y anexos por medio de los archivos siguientes:

a. Ratificación 10110.pdf Oficio saliente de la Unidad de Transparencia, por medio del cual ratifica la respuesta inicial emitida por la Consejería Jurídica, la Unidad de Transparencia, la Dirección General de Administración, el Órgano Interno de Control.
b. ANEXOS 10110-2025.pdf	Oficio saliente de la Dirección General de Administración 206010000/5279/2026, por medio del cual ratifica la respuesta inicial.
c. ANEXOS 10110-2025.pdf	Oficio 203010000/3117/2025, emitido por el Titular del Órgano Interno de Control Municipal, en el cual reitera que en la solicitud inicial se refirió, que con fundamento a la Milésima Vigésima Octava sesión extraordinaria del Comité de Transparencia, mediante acuerdo CT/SE/1028/01/2025 se aprobó la propuesta para la clasificación de información.
· Oficio 203013000/1674/2025, emitido por la Directora de Investigación de Responsabilidades Administrativas del Órgano Interno de Control. Contestando cada punto de la solicitud, así en los señalados 1, 2, 3, 4, 6, 7 manifiesta no tener atribuciones para resguardar el expediente laboral, entre otros datos de índole laboral. Respecto del punto 5 emite contestación. Referente al punto 8, y que resulta de nuestro interés por formar parte de la Litis que se resuelve, que con corte al día fechado no ha realizado inspecciones o auditorías respecto del actuar de los servidores públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Cívico del Municipio de Toluca.
· Oficio 203012000/183/2025, emitido por el Director de Auditoría del Órgano Interno de Control Municipal, en lo que respecto al punto 8, respondiendo que la inspecciones se programan mediante un Plan Anual de Trabajo que estipulan las actuaciones de forma mensual. Y manifiesta que en estricto sentido, los servidores públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Cívico en Hechos de Transito del Municipio de Toluca, no se revisa el actuar a través de auditorías o inspecciones.
· Oficio 10110/INFOEM/RR/2025 emitido por el analista técnico C, en el que manifiesta ratificar la respuesta inicial.
· Oficio 201010000/0825/2025, emitido por el Servidor Público Habilitado de la Consejería Jurídica, cuyo asunto es Informe Justificado, señalando que del punto 7, no obra documento alguno que sustente la petición a la Fiscalía del Estado de México para realizar algún peritaje. Por lo que no se puede proporcionar información adicional a la interrogante. Finamente ratifica la respuesta inicial. 

d. ANEXOS 10110-2025_1.pdf, correspondiente a los oficios por duplicado, de los cuales ya se analizó el contenido en el inciso anterior.

Acto seguido, resulta oportuno traer a estudio la competencia del Órgano Interno de Control Municipal, siendo la aplicación de normas y criterios en materia de control y evaluación, fiscalización de ingresos, designación de auditores y realizar auditorías.

SECCIÓN QUINTA
DE LA CONTRALORÍA
Artículo 3.25. La o el titular de la Contraloría tendrá las siguientes atribuciones:
I. Aplicar las normas y criterios en materia de control y evaluación;
II. Fiscalizar que los ingresos que se perciban, sean recaudados y registrados conforme a la normatividad aplicable;
III. Fiscalizar el ejercicio del gasto público municipal y su congruencia con el presupuesto de egresos, conforme a la normatividad aplicable;
(…)
X. Designar a las o los auditores externos y proponer al Ayuntamiento, en su caso, a las o los comisarios de los organismos auxiliares de la administración pública municipal;
XI. Operar el Sistema de Atención Mexiquense que administra la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México; así como, recibir denuncias por hechos presuntamente constitutivos de faltas administrativas de las o los servidores públicos municipales o de particulares por conductas sancionables en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, y en su caso turnar a la autoridad investigadora competente;
XII. Realizar auditorías y evaluaciones e informar del resultado de las mismas al Ayuntamiento;
(…)

Luego entonces, adquiere relevancia el pronunciamiento realizado por el área. Ahora bien, para mayor análisis se inserta un cuadro, respecto de los puntos en estudio, la respuesta emitida y la determinación de la Ponencia Resolutora.

	Requerimiento de información
	Respuesta
	Determinación

	2.-Solicito saber cuáles son las causas o motivos por las cuales el Titular del Segundo Turno no se encuentra en su lugar de trabajo los días y horas que le toca, entendiendo que trabajan 24 por 48 (trabajan un día completo y descansan dos días) 

	------
	manifestaciones subjetivas/consulta

	7.- Solicito saber cuál es el fundamento jurídico en el que se basa la Servidora Pública Ana María Martínez Delgado para determinar que ella no cuenta con facultades de perito valuador ya que siempre solicita apoyo de los peritos de la Fiscalía del Estado de México dilatando el procedimiento
	“no obra documento alguno que sustente la petición a la Fiscalía del Estado de México para realizar algún peritaje. Por lo que no se puede proporcionar información adicional a la interrogante”
	manifestaciones subjetivas/consulta

	8.- Solicito saber si la Contraloría Municipal realiza inspecciones o auditorías al actuar de los Servidores Públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Cívico del Municipio de Toluca.
	“no ha realizado inspecciones o auditorías respecto del actuar de los servidores públicos adscritos al Segundo Turno del Juzgado Cívico del Municipio de Toluca”
	consulta/derecho de petición



Así, se advierte que el derecho de acceso a la información, consiste en una prerrogativa de cualquier persona, a solicitar información pública que conste en documentos generados, obtenidos, adquiridos, transformados o que tengan en posesión los sujetos obligados.
 
Situación que es acorde con los artículos 12, 24, último párrafo, y 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales disponen que los Sujetos Obligados sólo entregarán la información que obre en sus archivos y no estarán obligados a procesarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
 
De tales circunstancias, se colige que los sujetos obligados únicamente están constreñidos a proporcionar la documentación que obre en sus archivos; por lo que, no están obligados a generar o elaborar documentos ad hoc, como es el caso de proporcionar respuesta a las peticiones realizadas tanto en la solicitud, como en el Recurso de Revisión.
 
Robustece lo anterior el Criterio de Interpretación, con clave de control número SO/003/2017, de la Segunda Época, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que a continuación se cita:
 
“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atenderlas solicitudes de información.”
 
Conforme a lo anterior, se advierte que parte del requerimiento de información, corresponde a un derecho de petición y no así una solicitud de acceso a información pública que pueda ser atendida mediante una expresión documental; pues corresponde a varias afirmaciones que implicarían elaborar un documento ad hoc, con una contestación categórica y específica.
 
Lo anterior toma relevancia, pues según Trujillo, Humberto (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 122), el derecho de petición, es una prerrogativa constitucional que tienen las personas para solicitar o reclamar a las autoridades públicas; por lo que, las instancias deben recibirlas y realizar una respuesta.  Además, la Jurisprudencia XXI.1o.P.A. J/27, de los Tribunales Colegiados de Circuito, localizada en la página 1406, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, marzo 2011, Novena Época, establece lo siguiente:
 
“DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS. El denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de los tribunales del Poder Judicial de la Federación, es la garantía individual consagrada en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en función de la cual cualquier gobernado que presente una petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, se caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada; además de que el peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, entendiéndose por éste el que racionalmente se requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser congruente con la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que exista obligación de resolver en determinado sentido, esto es, el ejercicio del derecho de petición no constriñe a la autoridad ante quien se formuló, a que provea de conformidad lo solicitado por el promovente, sino que está en libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables al caso, y la respuesta o trámite que se dé a la petición debe ser comunicada precisamente por la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra diversa.”
 Así, se advierte que el derecho de petición, es una prerrogativa consagrada en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de que cualquier ciudadano o persona, presente una petición de manera pacífica y respetuosa (pregunta, consulta, duda, entre otros), ante una autoridad, por lo que, tiene derecho de recibir una respuesta.
 
De tal circunstancia, se puede colegir que el requerimiento de información realizado por el Recurrente, se trata de una consulta y derecho de petición que implicaría la generación de un documento ad hoc, y, por lo tanto, no es procedente la vía del derecho de acceso a la información. 

Aunado a lo anterior, y relativo al punto 8 de la solicitud es de señalar particularmente que, el Sujeto Obligado no se encuentra en posibilidad de hacer entrega de la información específica que demanda la particular, en razón de que ésta no obra en sus archivos, lo cual encuentra su fundamento en lo establecido en el artículo 12, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, pues establece que los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos, lo que a contrario sensu significa que no se está obligado a proporcionar lo que no obre en sus archivos, mismo que se transcribe a continuación:

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En tal tesitura, la respuesta emitida por el Sujeto Obligado tiene la presunción legal de ser verídica, considerado que fue emitida por un servidor público en ejercicio de sus funciones, lo que conlleva la presunción de veracidad de todo acto administrativo.

En ese tenor, se tiene que el Sujeto Obligado no puede presentar la información solicitada por la Recurrente, toda vez que no existe, pues esta no ha sido generada, administrada o poseída por el Sujeto Obligado en ejercicio de sus atribuciones. Por lo tanto, resulta evidente que el Sujeto Obligado no generó, administró o poseyó dicha información en los términos referidos por la hoy Recurrente y que su inexistencia constituye hechos negativos, por tanto, dicha información no puede fácticamente obrar en los archivos del Sujeto Obligado, ya que no puede probarse por ser lógica y materialmente imposible.
Asimismo, no se trata de un caso por el cual la negación del hecho implique la afirmación del mismo, simplemente se está ante una notoria y evidente inexistencia fáctica de la información solicitada.

Ante un hecho negativo, el Pleno de este Órgano Garante ha sostenido que resulta innecesaria una declaratoria de inexistencia en términos de los artículos 19, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, resultando aplicable la siguiente tesis:

HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN. 
Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.

Amparo en revisión 2022/61. José García Florín (Menor). 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.”

Concretando, al no existir el acto generador de la información se encontraría imposibilitado a la entrega de información que no se tiene en los archivos del Sujeto Obligado, y en conclusión, la información no podría obrar en los archivos del Sujeto Obligado si esta no fue generada.
Finalmente, en los que respecta al punto 1, se instruirá la entrega del Acuerdo del Comité de Transparencia, por el que se aprobó la clasificación de los datos personales contenidos en el expediente TOL/JCHT/II/015/2024, remitido en respuesta.

-De la Vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este instituto.
Es necesario resaltar que el recurso de revisión previsto en la Ley de la materia no es el medio para investigar y, en su caso, sancionar a servidores públicos por la falta de cuidado de la protección de datos personales; es así que, de la información remitida en respuesta a la solicitud, se aprecia que se no se testo en definitiva el documento dejando  a la vista datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales, como lo es el número telefónico de un declarante, entre otros, por lo que es necesario dar vista al área competente para que en ejercicio de sus atribuciones realice las investigaciones pertinentes por las omisiones detectadas atribuibles al Sujeto Obligado.

Por ello, es conveniente señalar las facciones XXV y  XXVII, del artículo 82, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que establece:
Atribuciones del Instituto 
Artículo 82. El Instituto, además de las atribuciones encomendadas por la Ley de Transparencia y normatividad aplicable, tendrá las atribuciones siguientes:
XXV. Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.
(…)
XXVII. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, la probable responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones que resulten aplicables.” (Énfasis añadido)

Por lo tanto, es menester dar vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este Instituto para que en ejercicio de sus atribuciones atiendan las directivas marcadas en la propia Ley de la materia, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de la materia, el cual señala la atribución de este Órgano Garante para Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, al resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por el Recurrente, con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta emitida a la solicitud de información 04095/TOLUCA/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

SE    RESUELVE
PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta del Sujeto Obligado a la solicitud de acceso a la información pública 04095/TOLUCA/IP/2025, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, en términos del considerando CUARTO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, haga entrega a la parte Recurrente, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de lo siguiente:

1. Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente, del expediente remitido en respuesta TOL/JCHT/II/015/2024.


TERCERO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al Recurrente y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. GÍRESE oficio al Titular de la Dirección General de Protección de Datos Personales, en atención al artículo 24 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.


ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA DÉCIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/IKDF
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